
 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 ABC  Nacional, 34

 Prensa Escrita

 125 700

 96 800

 377 000

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 14/06/2026

 España

 157 965 EUR (182,849 USD)

 437,36 cm² (70,2%)

 32 343 EUR (37 438 USD) 

Bruno Pérez 

Madrid 

En los años de la burbuja inmobilia-
ria y en un contexto de creciente in-
dignación social por las casos de co-
rrupción urbanística que día sí día 
también sacudían las páginas de los 
diarios, la Asociación de Inspectores 
de Hacienda del Estado (IHE) propu-
so incluir en los planes de control tri-
butario, en los que se vuelcan las prio-
ridades de investigación de la Inspec-
ción de Hacienda, una línea específica 
de control sobre los responsables de 
urbanismo para tratar de atajar la pro-
liferación de casos de fraude. 

La Agencia Tributaria decidió no 
recoger el guante y descartó la idea. 
Sin embargo, sí se debatió a nivel in-
terno. Un ex funcionario que ostentó 
responsabilidades en la estructura del 
organismo en aquellos años asegura 
que el asunto fue objeto de debate al 
más alto nivel, pero que las objecio-
nes técnicas y políticas que empeza-
ron a vislumbrar para poner el plan 
en marcha eran de tal calibre que op-
taron por no meterse en ese jardín. 

La llegada a los tribunales de casos 
como los que afectan a José Luis Ába-
los, Leire Díez o el ex presidente José 
Luis Rodríguez Zapatero han vuelto a 
poner, sin embargo, en el punto de mira 
la posible necesidad de que la Agen-
cia Tributaria preste mayor atención 
a un colectivo que no solo genera ca-
sos de corrupción con cierta regulari-
dad sino sobre el que además pesa la 
sospecha de una cierta impunidad. 

La Agencia Tributaria, sin embar-
go, no solo lo ve ineficiente, sino in-
viable. «Las líneas de control se esta-
blecen por riesgo fiscales y, normal-
mente, no pueden asociarse a 
profesiones o actividades concretas. 
No hacerlo así haría perder eficiencia 
en el control porque implicaría iniciar 
comprobaciones por el mero hecho de 
trabajar en un ámbito determinado. 

Además, sería una investigación pros-
pectiva, que no admite la jurispruden-
cia», argumentan. 

Tal objeción de fondo no ha impe-
dido que en el pasado los planes de 
control tributario hayan apuntado a 
colectivos profesionales como los de-
portistas de élite o los artistas, por los 
riesgos fiscales asociados al cobro de 
rentas en diferentes países a lo largo, 
o los empresarios, por la creación de 
estructuras societarios para ocultar 
rentas. Nunca se ha hecho tal men-
ción a los políticos o a los altos cargos 
de la Administración, aunque las tra-
mas de corrupción descubiertas cur-
ses bajo parámetros muy similares. 
La legislación contra el blanqueo de 
capitales, por el contrario, sí exige ejer-
cer una vigilancia más exhaustiva so-
bre ese colectivo. 

Relato público y realidad 

ABC ha testado la opinión de tres ex 
directores de la Agencia Tributaria 
para este artículo bajo la condición de 
anonimato. Los tres coinciden con la 
posición del organismo. Aseguran que 
hacer un plan específico de control so-
bre altos cargos y políticos sería ine-
ficiente desde el punto de vista técni-
co y, añaden, inviable desde el punto 
de vista político. 

«Hay que diferenciar entre lo que 
son los planes de inspección, que son 
en los que se hace la selección especí-
fica de contribuyentes a inspeccionar 
en un ejercicio concreto a partir de una 
serie de criterios de riesgo, y cuyos re-
sultados están prácticamente automa-
tizados, de forma que si eres un alto 
cargo y sales se te va a investigar; y los 
planes de control tributario, que son 
un documento teórico en el que sim-
plemente se informa de las priorida-
des de Inspección. ¿Se podría incluir 
ahí una referencia a los políticos para 
atajar un poco la alarma social por es-
tos casos? Pues sí, pero no tendría tras-
cendencia práctica», afirma uno de los 

ex directores consultados. 
El problema, apunta otro, no es tan-

to que haya un plan específico de con-
trol como que algún político, alto car-
go o persona cercana resulte seleccio-
nado en un plan de inspección y no se 
le inspeccione. El ex presidente de la 
asociación de inspectores de Hacien-
da, Ransés Pérez Boga, reconoce que 
la reivindicación de que se hiciera un 
plan de control sobre altos cargos y 
políticos tenía el riesgo de que alguien 
pudiera tener la tentación de utilizar 
de forma abusiva esa coartada para 
investigar a rivales políticos. 

Uno de los ex responsables de la 
Agencia Tributaria consultados sub-

raya que la mayoría de los casos que 
se conocen son episodios de corrup-
ción y que la corrupción no es el obje-
tivo directo de la Agencia Tributaria 
sino de la Fiscalía especializada. El pa-
pel de la Agencia Tributaria ahí sería 
reclamar las cuotas tributarias no de-
claradas que se pudieran poner de ma-
nifiesto. Y hay objeción técnica. «En 
los delitos de corrupción, según la na-
turaleza de la ventaja económica ob-
tenida, suele ser discutible si se trata 
de una renta susceptible de tributa-
ción o una renta decomisable, en la me-
dida en que si viene de una actividad 
ilícita igual no puede tributar», asegu-
ra otra de las fuentes consultadas. 

HACIENDA DESCARTA ELEVAR LA VIGILANCIA 
A LOS POLÍTICOS PESE A LA CORRUPCIÓN

La Agencia Tributaria alega que sería ineficiente e 
incompatible con la jurisprudencia, y que ya reciben 
el mismo trato que el resto de los contribuyentes, 
aunque ex funcionarios reconocen que las veces  

que se intentó hubo tensiones internas 
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Con todo el portavoz de la Asocia-

ción de Inspectores de Hacienda del 

Estado, José María Peláez, considera 

que hay margen para que los inspec-

tores de Hacienda tengan una papel 

más proactivo en la persecución de la 

corrupción política. El colectivo con-

tinúa reivindicando la creación de la 

Oficina Nacional Antifraude (ONA), un 

organismo colegiado de nueva planta  

con competencias reforzadas y en el 

que funcionarios de la UCO, la UDEF, 

la Fiscalía y la Agencia Tributaria po-

drían colaborar para desentrañar  las 

tramas de corrupción. Peláez advier-

te de que a día de hoy si la Agencia Tri-

butaria iniciara un expediente contra 

una trama de corrupción su precepti-

vo paso a la jurisdicción penal no solo 

suspendería las actuaciones sino que 

eleva el riesgo de que esas actuaciones 

puedan prescribir. «Hay argumentos 

sólidos para que haya más control so-

bre los políticos», recalca.

Zapatero y Ábalos se saludan en 
enero de 2020.Efe
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